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Panel integrado por su presidente, el Juez Hernández Sánchez, la Juez 
Brignoni Mártir y la Juez Grana Martínez. 
 
Brignoni Mártir, Juez Ponente 

 
RESOLUCIÓN 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 30 de abril de 2021. 

 Derek Ariel Cordero Figueroa (en adelante señor Cordero o 

peticionario) presentó un Certiorari criminal en el que nos solicita que 

revoquemos una Resolución dictada por el Tribunal de Primera Instancia, 

Sala Superior de Mayagüez (en adelante TPI). Mediante el aludido 

dictamen se declaró No Ha Lugar su solicitud para que se ordenara la 

devolución de las fotografías y huellas dactilares que le fueron tomadas 

durante le proceso criminal llevado en su contra.  

 Por los fundamentos que expondremos a continuación denegamos 

la expedición del auto solicitado.  

I. 

 Al señor Cordero Figueroa se le imputó una violación al Art. 168 del 

Código Penal de Puerto Rico, 33 LPRA sec. 5234 (grabación ilegal de 

imágenes), en grado de tentativa. Se le acusó de introducir un teléfono 

celular, con equipo de video y audio, por la ventana del baño del 

apartamento de la perjudicada mientras ésta se bañaba, con el propósito 

de grabarla o tomarle fotos. Luego de varios trámites procesales, las partes 

alcanzaron una alegación preacordada, por lo que el peticionario se declaró 
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culpable de cometer el delito menos grave tipificado en el Art. 241 del 

Código Penal de Puerto Rico, 33 LPRA sec. 5331 (alteración a la paz). 

Aceptada la alegación, el TPI emitió Sentencia condenando al peticionario 

a una pena de seis (6) meses de cárcel y al pago de un comprobante de 

$100.00 de la pena especial. A su vez, se ordenó la suspensión de la 

sentencia, quedando el señor Cordero bajo la custodia legal del tribunal 

bajo ciertas condiciones hasta la expiración del periodo máximo de su 

sentencia.  

 Cumplida la condena impuesta, el señor Cordero presentó una 

Moción urgente solicitando orden para devolución de documentos. En ésta 

solicitó que se le ordenara a la policía de Puerto Rico la devolución de los 

documentos recopilados durante el proceso criminal antes mencionado, 

incluyendo sus huellas dactilares y las fotografías que le fueron tomadas. 

Según sostuvo, le asiste el derecho a solicitar la devolución toda vez que 

se declaró culpable de un delito menos grave y cumplió la sentencia 

impuesta. Alegó que no había podido obtener un empleo con en el gobierno 

federal puesto que al realizar una  investigación sobre su persona 

(background check), aparecen sus huellas dactilares y sus fotografías. Por 

su parte, el Ministerio Público se opuso a la solicitud del señor Cordero 

pues según adujo, el Art. 4 de la Ley Núm. 45 de 1 de junio de 1983,1 infra, 

no provee para la devolución de huellas dactilares y fotografías a quienes 

como el peticionario se han declarado culpable del delito imputado. 

Examinada la posición de ambas partes el TPI emitió la Resolución 

recurrida declarando No Ha Lugar la solicitud del peticionario. 

 En desacuerdo con la determinación anterior el señor Cordero 

presentó una Moción en solicitud de reconsideración. Sostuvo que tanto la 

negativa del Estado de devolver los documentos solicitados, así como la 

aplicación del Art. 4 de la Ley Núm. 45 de 1 de junio de 1983, infra, violaban 

su derecho constitucional a la igual protección de las leyes y su derecho a 

tener una rehabilitación justa. Por lo cual, solicitó que se reconsiderara el 

 
1 Según enmendada por la Ley 4 de 22 de noviembre de 1989. 
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dictamen o que en la alternativa se celebrara una vista argumentativa. El 

Ministerio Público se opuso a la solicitud de reconsideración aduciendo que 

el referido estatuto solo dispone para la devolución de huellas y fotografías 

cuando el imputado es absuelto o indultado y no hace distinción en casos 

de preacuerdos. El TPI declaró No Ha Lugar la solicitud de reconsideración.  

Aun en desacuerdo el peticionario presentó de manera oportuna un 

Certiorari criminal en el cual formuló los siguientes señalamientos de error: 

1. Erró el TPI al no declarar inconstitucional en su 
aplicación el Art. 4 de la Ley 4 de 22 de noviembre 
de 1989. 

2. Erró el TPI al no ordenar la devolución de 
documentos solicitada por el recurrente.  

Argumentó en su recurso que en los casos en que se determina 

causa para arresto por un delito menos grave, la persona queda citada para 

juicio sin que se le tomen huellas ni fotografías, por lo que, cuando el 

imputado se declara culpable de dicho delito puede rehacer su vida 

profesional sin mayores problemas. En vista de lo anterior reiteró que la 

aplicación del Art. 4 del referido estatuto violaba su derecho a igual 

protección de las leyes ya que al negarle la devolución de las huellas 

dactilares y las fotografías tomadas en el procedimiento criminal en el que 

se declaró culpable tras la reclasificación del delito grave a uno menos 

grave, se le trataba diferente de aquellos imputados desde el principio de 

un delito menos grave.  

A solicitud nuestra, el Ministerio Público, representado por la Oficina 

del Procurador General, presentó un Escrito en oposición a expedición de 

auto. Contando con la posición de ambas partes, expondremos a 

continuación el marco jurídico aplicable y resolveremos de conformidad con 

ello.  

II. 

A. El certiorari  

El certiorari es un recurso extraordinario mediante el cual un tribunal de 

superior jerarquía puede revisar a su discreción una decisión de un tribunal 

inferior. Art. 670 del Código de Enjuiciamiento Civil de 1933, 32 LPRA secc. 

3941; Pueblo v. Díaz de León, 176 DPR 913, 917 (2009). Tratándose de 
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un recurso discrecional, el tribunal de superior jerarquía tiene la facultad de 

expedirlo o denegarlo. García v. Padró, 165 DPR 324, 334 (2005).  

En armonía con lo anterior, la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, infra, señala los criterios que debe tomar en consideración 

este tribunal al atender una solicitud de expedición de un auto de certiorari. 

La referida regla dispone lo siguiente:  

A. Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida a 
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a 
derecho.         

B. Si la situación de hechos planteada es la más indicada 
para el análisis del problema.         

C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal 
de Primera Instancia.      

D. Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más 
elaborados.      

E. Si la etapa del procedimiento en que se encuentra el 
caso es la más propicia para su consideración.      

F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
no causan un fraccionamiento indebido del pleito y una 
dilación indeseable en la solución final del litigio.  

G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
evita un fracaso de la justicia.  4 LPRA Ap. XXII-B, R.40. 

De los criterios antes mencionados se deduce que este tribunal 

evaluará tanto la corrección de la decisión recurrida así como la etapa del 

procedimiento en que es presentada, para determinar si es la más 

apropiada para intervenir y no ocasionar un fraccionamiento indebido o una 

dilación injustificada en el litigio. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 

DPR 83, 97 (2008). De otra parte, es una norma conocida que un tribunal 

apelativo solo intervendrá con las determinaciones discrecionales del 

Tribunal de Primera Instancia, cuando este haya incurrido en arbitrariedad 

o en un craso abuso de discreción o en una interpretación o aplicación de 

cualquier norma procesal o de derecho sustantivo. Véase Pueblo v. Rivera 

Santiago, 176 DPR 559, 581 (2009).  

B. Huellas dactilares y fotografías 

 La Ley para facultar la toma de huellas digitales y fotografías de toda 

persona a la que se le impute un delito grave, Ley Núm. 45 de 1 de junio 

de 1983, según enmendada, 25 LPRA secc.1151 et. seq., (en adelante Ley 

Núm.45-1983), se adoptó con el objetivo de establecer en forma general y 
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explícita lo relativo a la práctica de la toma de huellas digitales y fotografías 

por parte de la policía. Exposición de Motivos Ley Núm.45-1983, supra. En 

su Art. 1 el referido estatuto dispone lo siguiente: 

 El Superintendente de la Policía, el Director del 
Negociado de Investigaciones Especiales del 
Departamento de Justicia, o cualquier persona autorizada 
por éstos, o  cualquier persona autorizada por Ley a esos 
efectos, deberá tomarle las huellas digitales y fotografiar a 
cualquier persona a la que, previa determinación de causa 
probable para arresto, se le impute la comisión de un delito 
grave. 25 LPRA secc. 1151.   

 
De otra parte, el Art. 4 de la Ley Núm.45-1983, establece quiénes 

pueden solicitar la devolución de las huellas digitales y fotografías tomadas 

al amparo de este estatuto, al disponer que: 

Cualquier persona a la que se le impute la comisión 
de un delito grave o menos grave producto de una misma 
transacción o evento que resulte absuelta luego del juicio 
correspondiente, o por orden o resolución del Tribunal o 
toda persona que reciba un indulto total y absoluto del 
Gobernador, podrá solicitar al Tribunal, la devolución de las 
huellas digitales y fotografías. El peticionario notificará al 
Ministerio Publico y de éste no presentar objeción dentro 
del término de diez días, el Tribunal podrá ordenar, sin vista, 
la devolución solicitada. De haber objeción del Ministerio 
Publico, el Tribunal señalará vista pública a esos efectos. 
25 LPRA secc. 1154. 

 
 El Tribunal Supremo ha sostenido que la toma fotografías y huellas 

dactilares a las personas detenidas para responder de delito es una 

práctica aceptable como parte de la labor investigativa de la Policía. 

Archevali v. E.L.A., 110 DPR 767, 771 (1981). Esto ya que envuelve el 

doble propósito de identificar al imputado como la persona que incurrió en 

el acto delictivo y ayudar a su procesamiento si reincidiere. Pueblo v. Torres 

Albertorio, 115 DPR 128, 130 (1984).  

No obstante, cónsono con el precitado Art. 4 de la Ley Núm. 45-

1983, se ha reconocido que la retención por la Policía de las fotografías y 

huellas dactilares tomadas a una persona que posteriormente es 

exonerada de delito, constituye un factor que afecta a la persona en el 

ámbito económico, educativo y laboral y además, podría constituir, 

mientras no se le devuelvan, una invasión de su derecho a la intimidad. Íd., 

pág. 135. Ahora bien, según surge del referido artículo la devolución está 

limitada para aquellos que luego de ser imputados de delito grave o de un 
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delito menos grave producto de una misma transacción o evento, resulten 

absueltos o reciban un indulto por el Gobernador. 

Aunque el estatuto deja a la discreción del tribunal la decisión sobre 

devolver al imputado absuelto las huellas digitales y fotografías tomadas, 

tal discreción no puede ejercerse livianamente. Pueblo v. Torres Albertorio, 

supra, pág. 136. Solo podrá denegarse la solicitud cuando se justifique ante 

el tribunal mediante prueba convincente, que existen circunstancias 

especiales que ameriten que la Policía conserve las huellas digitales y 

fotografías de la persona afectada. Íd. En cuyo caso deberán mantenerse 

en los archivos de la Policía como confidencial y no deberán divulgarse 

como parte del récord de arresto o certificados de conducta de dicha 

persona. Íd. 

III. 

 Según vimos en el caso de autos el peticionario fue originalmente 

imputado de cometer el delito tipificado en el Art. 168 del Código Penal 

(grabación ilegal de imágenes), considerado como grave por conllevar una 

pena fija de reclusión de tres (3) años. Luego de que el tribunal encontrara 

causa probable para su arresto, la policía le tomó fotografías y huellas 

dactilares. Tras alcanzar una alegación preacordada con el Ministerio 

Público, el peticionario se declaró culpable de cometer el delito menos 

grave tipificado en el Art. 241 del Código Penal (alteración a la paz) y fue 

sentenciado. Concluida la pena impuesta solicitó que se le devolvieran las 

fotos y las huellas dactilares tomadas durante su procesamiento criminal, 

pero el TPI denegó su solicitud. 

 En su recurso ante nos el señor Cordero nos solicita que 

revoquemos la determinación del foro recurrido, pues según sostuvo, tal 

denegatoria por parte del Estado conllevaba una violación a su derecho 

constitucional a la igual protección de las leyes. Esto ya que le brinda un 

trato diferente del concedido a quienes se declaran culpables del delito de 

alteración a la paz, el cual no exige la toma de huellas y fotografías por ser 
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un delito menos grave. Por el mismo fundamento adujo que el Art. 4 de la 

Ley Núm. 45-1983 era inconstitucional en su aplicación.  

 Por su parte el Ministerio Público sostuvo en esencia que al señor 

Cordero se le tomaron  huellas dactilares y las fotografías como parte de 

su procesamiento criminal por la comisión de un delito grave que 

posteriormente fue reclasificado a uno menos grave producto de la misma 

transacción o evento que motivó la acusación por el delito grave. Por lo 

que, en vista de que resultó convicto y no absuelto ni indultado, no tenía 

derecho a solicitar la devolución requerida bajo el palio del Art. 4 de la Ley 

Núm.45-1983. También argumentó que la aplicación de dicho estatuto no 

creaba una clasificación entre personas igualmente situadas toda vez que 

una persona que se le imputa cometer un delito menos grave no se 

encuentra en igual posición que a quien se le imputa la comisión de un 

delito grave, independientemente de que con posterioridad sea 

reclasificado.  

 Luego de examinar con detenimiento la controversia planteada y el 

marco jurídico antes esbozado, no vemos cumplidos ninguno de los 

criterios de la Regla 40 de nuestro Reglamento, supra, que nos mueva a 

intervenir con la determinación recurrida. Además, el peticionario no 

demostró en su recurso que el foro de instancia haya incurrido en 

arbitrariedad, en un craso abuso de discreción o en una interpretación 

errónea del derecho vigente. Por consiguiente, hemos decidido no expedir 

el auto solicitado. 

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, denegamos la expedición del 

auto de certiorari.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís  
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


